
 

Sr. Amilivia González, Presidente 
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La Sección Segunda del 
Consejo Consultivo de Castilla y 
León, reunida en Zamora el día  
11 de diciembre de 2008, ha 
examinado el expediente relativo al 
proyecto de decreto por el que se 
aprueba el Reglamento del Registro 
General de Personal de la 
Comunidad de Castilla y León, y a la 
vista del mismo y tal como 
corresponde a sus competencias, 
emite, por unanimidad, el siguiente 

 
 
 

DICTAMEN 
 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 

El día 23 de octubre de 2008, tuvo entrada en este Consejo Consultivo la 
solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente relativo al proyecto de 
decreto por el que se aprueba el Reglamento del Regis ro General de Personal 
de la Comunidad de Castilla y León. 

t

 
Examinada la solicitud y admitida a trámite con fecha 28 de octubre de 

2008, se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del 
Consejo con el número de referencia 971/2008, iniciándose el cómputo del 
plazo para la emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 53 del 
Reglamento Orgánico del Consejo Consultivo, aprobado por el Decreto 
102/2003, de 11 de septiembre. Turnado por el Sr. Presidente del Consejo, 
correspondió su ponencia al Consejero Sr. Pérez Solano. 
 

Primero.- El proyecto. 
 

El proyecto de decreto sometido a consulta consta de un preámbulo, un 
artículo único aprobatorio, una disposición derogatoria y dos disposiciones 
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finales, la primera de desarrollo del reglamento y la segunda de entrada en 
vigor. 

 
La disposición derogatoria única abroga expresamente el Decreto 

99/1990, de 14 de junio, por el que se regula la organización y funcionamiento 
del Registro General de Personal de la Administración de la Comunidad de 
Castilla y León, así como cuantas disposiciones de igual o inferior rango se 
opongan a lo previsto en el decreto examinado. 
 

Cierran la parte dispositiva dos disposiciones finales: la primera, de 
habilitación de desarrollo reglamentario a favor de la Consejería competente en 
materia de función pública, y la segunda, de entrada en vigor al día siguiente 
de su publicación en el “Boletín Oficial de Castilla y León”. 
 

Este proyecto viene a desarrollar lo dispuesto en los artículos 26 y 27 de 
la Ley 7/2005, de 24 de mayo, de la Función Pública de Castilla y León (en 
adelante, Ley de Función Pública). Concretamente, el artículo 26.2 dispone, 
respecto a dicho Registro General de Personal, que “su organización y 
funcionamiento, que facilitará su coordinación con el Registro Central y con los 
Registros de Personal de otras Administraciones Públicas, se determinará por 
Decreto de la Junta de Castilla y León”. 
 

El preámbulo expone que “la presente regulación pretende: 
 

 »a) Unificar la gestión del Registro General de Personal, como 
registro único en el que se inscribe al personal al servicio de la Administración 
de Castilla y León o sus Organismos Autónomos incluidos en su ámbito de 
aplicación y los actos que afectan a su vida administrativa. 
 

 »b) Determinar la doble finalidad del Registro General de 
Personal, como instrumento que asegure la constancia registral de los datos 
relativos al personal inscrito y como fuente de información sobre los recursos 
humanos de la Administración de la Comunidad de Castilla y León. 
 

 »c) Aplicar las nuevas tecnologías a las necesidades de la 
Administración de la Comunidad de Castilla y León desde el punto de vista del 
Registro General de Personal, integrando el soporte informático preciso en un 
sistema global de gestión y administración de personal. 
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 »(…) con la finalidad de establecer un sistema capaz de dar 
respuesta a las necesidades de la Administración de la Comunidad de Castilla y 
León en la actualidad (…)”. 

 
El Reglamento del Registro General de Personal consta de dieciocho 

artículos, estructurados en cuatro capítulos cuyo contenido es el siguiente: 
 

El capítulo I (“Naturaleza, ámbito, finalidades y funciones”) consta de los 
artículos 1 a 4 (naturaleza; ámbito registral; finalidades del Registro General de 
Personal; funciones del Registro). 
 

El capítulo II (“Principios básicos de la organización del Registro General 
de Personal”) comprende los artículos 5 a 10 (organización del Registro General 
de Personal; soporte informático del Registro General de Personal; documentos 
registrales; número de identificación personal; número de registro personal; 
asientos registrales). 
 

El capítulo III (“Procedimiento registral”) se compone de los artículos 11 
a 15 (procedimiento para la práctica de los asientos; inscripciones registrales; 
anotaciones registrales ordinarias; anotaciones marginales; cancelación, 
sustitución y modificación de los asientos). 
 

El capítulo IV (“Gestión de la información y coordinación con otros 
registros de personal”) incluye los artículos 16 a 18 (ámbito y naturaleza de la 
información del Registro; acceso a la información por parte de los interesados; 
coordinación con otros registros de personal). 
 

Segundo.- El expediente remitido. 
 

En el expediente que acompaña al proyecto de decreto, además de un 
índice de documentos que lo conforma, figuran los siguientes: 
 

1.- Borrador inicial del proyecto de decreto, carente de fecha. 
 
2.- Informe de la Asesoría Jurídica de la entonces Consejería de 

Presidencia y Administración Territorial, de fecha 13 de julio de 2006. 
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3.- Informe de la Dirección General de Presupuestos y Fondos 
Comunitarios, de fecha 24 de julio de 2006. 

 
4.- Observaciones realizadas por las Consejerías de Presidencia y 

Administración Territorial, Hacienda, Fomento, Cultura y Turismo, Medio 
Ambiente y Educación. Asimismo, constan escritos de las Consejerías de 
Economía y Empleo, Agricultura y Ganadería, y Familia e Igualdad de 
Oportunidades, en los que manifiestan que no formulan sugerencias.  

 
5.- Segundo borrador del proyecto de decreto, sin fechar, y 

memoria justificativa del proyecto, fechada el 1 de diciembre de 2006. 
 
6.- Certificado de la Secretaria en funciones del Consejo de la 

Función Pública, en el que se hace constar que el proyecto de decreto fue infor-
mado favorablemente en la sesión del pleno celebrado el 4 de diciembre de 2006. 

 
7.- Dictamen 1243/2006, de 8 de febrero de 2007, del Consejo 

Consultivo de Castilla y León, sobre el proyecto de decreto remitido. 
 
8.- Tercer borrador del proyecto de decreto, carente de fecha. 
 
9.- Observaciones realizadas por la Dirección General de Recursos 

Humanos de la Consejería de Educación. Constan igualmente escritos de las 
Consejerías de la Presidencia, Agricultura y Ganadería, y Cultura y Turismo, en 
los que manifiestan que no formulan sugerencias.  

 
10.- Informe de la Asesoría Jurídica de la Consejería de 

Administración Autonómica, de fecha 29 de julio de 2008. 
 
11.- Informe de la Dirección General de Presupuestos y Fondos 

Comunitarios, de fecha 10 de septiembre de 2008. 
 
12.- Certificado del Secretario del Consejo de la Función Pública, 

en el que se hace constar que el proyecto de decreto fue informado 
favorablemente en la sesión del pleno celebrado el 24 de septiembre de 2008. 
 
  13.- Informe de la Secretaría General de la Consejería de 
Administración Autonómica, de fecha 17 de octubre de 2008. 
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14.- Memoria justificativa, fechada el 17 de octubre de 2008, y 
firmada por la Directora General de la Función Pública, comprensiva de los 
siguientes apartados: marco normativo de referencia y disposiciones afectadas; 
necesidad y oportunidad del Reglamento; estudio económico, en el que se 
señala que “el proyecto de decreto no supondrá incremento del gasto público, 
ya que tanto las estructuras organizativas como los medios materiales existen 
ya en la actualidad”; tramitación del proyecto de decreto, donde se exponen las 
observaciones formuladas por las Consejerías y por el Consejo Consultivo de 
Castilla y León al primer proyecto, las modificaciones introducidas en el 
segundo proyecto, y las observaciones de las Consejerías a éste, especificando 
las que han sido finalmente acogidas y rechazadas; y contenido del proyecto.  

 
15.- Proyecto de decreto sometido a dictamen, sin fechar. 
 
En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 

Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- Competencia del Consejo Consultivo de Castilla y León. 

 
El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.d) de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Primera emitir el 
dictamen, según lo establecido en el punto 4º, regla A), apartado a), del 
Acuerdo de 30 de octubre de 2003, del Pleno del Consejo, por el que se 
determina el número, orden, composición y competencias de las Secciones. 
 

2ª.- Contenido del expediente y procedimiento de elaboración 
de los reglamentos. 
 

El artículo 51.1 del Reglamento Orgánico del Consejo Consultivo, 
aprobado por el Decreto 102/2003, de 11 de septiembre, dispone que las 
solicitudes de dictamen deberán incluir toda la documentación y antecedentes 
necesarios para dictaminar sobre las cuestiones consultadas, así como el 
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borrador, proyecto o propuesta de resolución. A la documentación y 
antecedentes se acompañará un índice numerado de los documentos. 

 
Para el supuesto de los proyectos de decreto se entiende como 

documentación necesaria la que, de acuerdo con el artículo 76 de la Ley 
3/2001, de 3 de julio, del Gobierno y de la Administración de la Comunidad de 
Castilla y León, se recoge en el artículo 75.3 del citado texto legal. El artículo 
75.4 exige, además, que el proyecto se envíe a las restantes Consejerías para 
su estudio, se informe por los Servicios Jurídicos de la Comunidad y se someta, 
previamente a su aprobación por la Junta de Castilla y León, al examen de los 
órganos consultivos cuya consulta sea preceptiva. 

 
En particular, cabe destacar que el proyecto ha sido informado por el 

Consejo de la Función Pública, dando así cumplimiento a lo previsto en el 
artículo 11.4.a) de la Ley de Función Pública; y por la Dirección General de 
Presupuestos y Fondos Comunitarios de la Consejería de Hacienda, conforme 
exige el artículo 76.2 de la Ley 2/2006, de 3 de mayo, de la Hacienda y del 
Sector Público de la Comunidad de Castilla y León, en relación con la 
disposición adicional novena de la Ley 10/2007, de 27 de diciembre, de 
Presupuestos Generales de la Comunidad de Castilla y León para 2008. 

 
Contrastada la documentación remitida, puede afirmarse que el proyecto 

cumple las exigencias sustanciales de elaboración de disposiciones de carácter 
general, aspecto éste de singular importancia si se tiene en cuenta que el 
procedimiento, tanto en su aspecto formal como material, opera como una 
garantía para la legalidad, acierto y oportunidad de las actuaciones administrativas. 
 

3ª.- Competencia de la Comunidad de Castilla y León. 
 

Este proyecto viene a desarrollar lo dispuesto en los artículos 26 y 27 de 
la Ley de Función Pública (el artículo 26.2 remite la regulación de la 
organización y funcionamiento del Registro General de Personal a un Decreto 
de la Junta de Castilla y León) y en la disposición final quinta de la misma 
norma, que faculta a la Junta de Castilla y León para aprobar las disposiciones 
necesarias en desarrollo de la citada Ley. 
 

El artículo 70.1 del Estatuto de Autonomía de Castilla y León atribuye a la 
Comunidad competencia exclusiva en materia de la organización, régimen y 
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funcionamiento de sus instituciones de autogobierno (1ª), y de estructura y 
organización de la Administración de la Comunidad (2ª). 
 

Por otro lado, el artículo 32.3, en el ejercicio de la competencia prevista 
en el artículo 70.1.1ª, y de acuerdo con la legislación del Estado, reconoce a la 
Comunidad Autónoma la competencia para establecer el régimen de los 
empleados públicos de la Comunidad y de la Administración Local ubicada en su 
ámbito territorial, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 149.1.18ª de la 
Constitución. 
 

Corresponde al titular de la Consejería competente en materia de función 
pública la función de propuesta de las normas de desarrollo necesarias en esta 
materia (artículo 26.1.d) de la Ley 3/2001, de 3 de julio), así como la función 
ejecutiva de control del cumplimiento (artículo 26.1.f) de la misma Ley). 
 

En ejercicio de la función de propuesta referida, la Consejería de Admi-
nistración Autonómica ha elaborado el proyecto de decreto sometido a 
dictamen. 
 

4ª.- Observaciones en cuanto al fondo. 
 
 Como ya se ha indicado ut supra, este Consejo Consultivo ya tuvo 
ocasión de analizar el proyecto de decreto por el que se aprueba el Reglamento 
del Registro General de Personal de la Comunidad de Castilla y León, en su 
Dictamen 1.243/2006, de 8 de febrero de 2007, en el cual se formularon 
diversas observaciones de carácter no sustantivo.  
 

De conformidad con el Acuerdo de 12 de mayo de 2005, del Pleno del 
Consejo Consultivo de Castilla y León, interpretativo del artículo 4.1 de su 
Reglamento Orgánico, en relación con la eventual necesidad de formular nueva 
consulta al Consejo en el supuesto de modificación de un anteproyecto o 
proyecto de disposición general ya dictaminado, “1º) Resulta obligado someter 
de nuevo al Consejo Consultivo de Castilla y León un anteproyecto o proyecto 
de disposición general ya dictaminado cuando se introduzca en el mismo alguna 
modificación sustancial o relevante. 2º) No tienen en ningún caso la 
consideración de modificaciones sustanciales o relevantes, en el sentido 
señalado en el punto anterior, las que tengan por exclusiva finalidad recoger las 
propias observaciones formuladas por el Consejo en su dictamen”. 
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A la vista de dicho Acuerdo, no sería preceptiva una nueva consulta en 
relación con el proyecto de decreto remitido, en la medida que algunas de las 
modificaciones incorporadas recogen parte de las observaciones (todas ellas de 
carácter no sustantivo) formuladas por este Órgano Consultivo.  

 
Sin embargo, el texto ahora remitido incluye modificaciones de otros 

artículos y alguna novedad con respecto al proyecto dictaminado el 8 de 
febrero de 2007. 

 
Por ello, este Órgano Consultivo, sin perjuicio de reiterar las 

observaciones formuladas en el dictamen anterior en relación con los artículos 
cuya literalidad no se ha modificado, se limita en el presente momento a 
analizar aquellos artículos o apartados cuya redacción se ha modificado y/o 
corregido. Tales modificaciones, según la propia Consejería, responden a la 
exigencia de adaptar el texto a la nueva normativa aprobada desde que se 
inició la tramitación del proyecto, o a la necesidad de mejorar su redacción. 
Asimismo, se analizan algunos preceptos afectados por el Estatuto Básico del 
Empleado Público, aprobado por la Ley 7/2007, de 12 de abril (en adelante 
EBEP), o la Ley 2/2007, de 7 de marzo, del Estatuto Jurídico del Personal 
Estatutario del Servicio de Salud de Castilla y León. 
 

Preámbulo.-  
 
En el párrafo cuarto, letra a), la referencia debe hacerse “al personal al 

servicio de la Administración General de la Comunidad de Castilla y León o de 
sus Organismos Autónomos” y no “al personal al servicio de la Administración 
de Castilla y León o sus Organismos Autónomos”. 

 
Artículo 2.- Ámbito registral. 
 
El contenido de este precepto no parece responder a lo previsto en el 

artículo 71.1 del EBEP y en el artículo 26 de la Ley de Función Pública. 
 
El artículo 71.1 del EBEP obliga a cada Administración Pública a constituir 

un único registro de personal en el que se inscriban los datos relativos al 
personal incluido en los artículos 2 y 5 del EBEP, que tendrá en cuenta las 
peculiaridades de determinados colectivos.  
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Esta redacción parece ser una novedad con respecto a la regulación 
contenida en el artículo 13 de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas para 
la Reforma de la Función Pública, que no parecía exigir la existencia de un 
único registro de personal: “las Comunidades Autónomas y las Entidades 
Locales constituirán también registros de personal” (apartado 2); y “todos los 
registros de personal de todas las Administraciones Públicas estarán 
coordinados” (apartado 3). En particular, cabe destacar que en el primer 
borrador de anteproyecto de ley del EBEP (artículo 26.1) se preveía que “los 
empleados públicos incluidos en el ámbito de aplicación de este Estatuto se 
inscribirán en el registro de personal que existirá en cada Administración 
Pública”. Lo que abona la idea de que el legislador ha pretendido la existencia 
de un único registro de personal en cada Administración Pública. 

 
Por otra parte, el artículo 26 de la Ley de Función Pública establece que 

en el Registro General de Personal de la Comunidad de Castilla y León figurará 
inscrito el personal comprendido dentro del ámbito de aplicación de esa Ley, 
excluyendo únicamente a los funcionarios de la Administración Local (artículo 
2.6). Y ello porque la propia denominación del registro (“de la Comunidad de 
Castilla y León) y el tenor literal del precepto parecen indicar que su ámbito de 
aplicación excede de la Administración General e Institucional, incluyendo 
también al personal de Universidades y al personal estatutario. 

 
Expuesto lo anterior, puede considerarse que ha de existir un único 

registro de personal en el ámbito de la Comunidad, en el que deberán ser 
inscritos todo el personal comprendido en el artículo 2 de la Ley de Función 
Pública (a excepción de los funcionarios de la Administración Local). Ello no 
impide que, al igual que se prevé para el personal docente no universitario, se 
constituyan registros delegados para determinados colectivos (personal 
estatutario, personal de Universidades). 

 
Esta observación tiene carácter sustantivo y deberá ser atendida para 

que resulte procedente el empleo de la fórmula “de acuerdo con el dictamen de 
Consejo Consultivo de Castilla y León”. 

 
Por otra parte, en el apartado 1.a), la expresión “laborales y eventuales” 

debería sustituirse por la de “personal laboral y eventual”, con el fin de respetar 
la terminología de la Ley de Función Pública (artículos 13 y siguientes) y del 
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EBEP (artículos 8 y siguientes), tal y como se hace en el artículo 12.3, apartado 
segundo, del proyecto analizado. 

 
Finalmente, en el apartado 2, el título correcto de la Ley 2/2007, de 7 de 

marzo, es “del Estatuto Jurídico del Personal Estatutario del Servicio de Salud 
de Castilla y León”. 

 
Artículo 13.- Anotaciones registrales ordinarias. 
 
Este precepto establece el contenido del Registro General de Personal, al 

enumerar los actos administrativos y resoluciones que deben ser objeto de 
anotación. 

Debe tenerse en cuenta que el artículo 71.3 del EBEP señala que los 
contenidos mínimos comunes de los Registros de personal y los criterios que 
permitan el intercambio de información entre Administraciones se establecerán 
mediante convenio de Conferencia Sectorial. No consta en el expediente 
ninguna mención a la existencia de convenio alguno al respecto, por lo que este 
Consejo Consultivo no puede pronunciarse sobre el contenido; no obstante lo 
cual, se recuerda la obligatoriedad de cumplir tal previsión. 

 
Por otra parte, en los apartados 1.a) y 6, la expresiones “eventuales” y 

“eventual”, respectivamente, debería sustituirse por “personal eventual”, con el 
fin de respetar la terminología de la Ley de Función Pública (artículos 13 y 
siguientes) y del EBEP (artículos 8 y siguientes), tal y como se hace en el 
artículo 12.3, párrafo segundo, del proyecto. 

 
5ª.- Observaciones de técnica normativa.  
 
En el artículo 1.2, párrafo segundo, debe sustituirse la expresión “a los 

efectos de este Decreto” por “a los efectos de este Reglamento”, puesto que el 
Decreto se limita a aprobar el Reglamento. 

 
6ª.- Observaciones lingüísticas. 
 
Desde el punto de vista gramatical, se recomienda que se realice una 

última revisión del texto de la norma proyectada, a fin de dotar a ésta de una 
correcta puntuación, de un empleo adecuado de determinadas expresiones y, 
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en general, de una mayor corrección lingüística; y de corregir los errores 
tipográficos advertidos. A título de ejemplo, cabe citar: 

 - En el artículo 1.2, párrafo segundo, la expresión “bajo cualquiera 
de soportes previstos” debería sustituirse por “bajo cualquiera de los soportes 
previstos”. 

 - En el artículo 5.1, la expresión “Orden de Estructura Orgánica” 
debe figurar en minúscula. 

Finalmente, sería conveniente adoptar un criterio uniforme en el uso de 
mayúsculas y minúsculas, y en la utilización de guarismos o letras en la 
identificación de los números. 

 
 

III 
CONCLUSIONES 

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 

Atendidas las observaciones formuladas al artículo 2, sin lo cual no 
resultará procedente el empleo de la fórmula “de acuerdo con el dictamen del 
Consejo Consultivo de Castilla y León”, y consideradas las restantes, puede 
elevarse a la Junta de Castilla y León para su aprobación el proyecto de decreto 
por el que se aprueba el Reglamento del Registro General de Personal de la 
Comunidad de Castilla y León. 
 

No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
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